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León, Guanajuato, a 9 nueve de noviembre del año 2011 dos mil once. .  

V I S T O S para resolver los autos del proceso administrativo identificado con el expediente número 326/2011-JN, promovido por el ciudadano Roberto Balandrán Luna, y: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la fecha en que el actor se ostentó sabedor de la calificación de las actas de infracción impugnadas; sin que existan constancias en la presente causa administrativa que demuestren lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- La existencia de los actos impugnados, consistentes en las actas de infracción números: 208,383 A (Doscientos ocho mil trescientos ochenta y tres letra A); 202,375 A-2 (doscientos dos mil trescientos setenta y cinco letra A guión dos); y, 202,397 A-2 (doscientos dos mil trescientos noventa y siete letra A guión dos); así como la calificación e imposición de las multas por las cantidades de $396.90 (Trescientos noventa y seis pesos 90/100 moneda nacional) y $340.20 (Trescientos cuarenta pesos 20/100 moneda nacional); se encuentra acreditada en autos, con las copias al carbón de las infracciones impugnadas y con la impresión de los estados de cuenta de multas municipales, de fecha 8 ocho de agosto 2011 dos mil once, de donde se desprende que ya fueron calificadas las infracciones señaladas (visibles las actas de infracción en copia certificada, a fojas 4 cuatro a 9 nueve, en tanto que los estados de cuenta, a fojas 11 once y 12 doce del expediente de la presente causa administrativa); que acompañó el actor a su escrito de demanda y le fueron admitidos como prueba de su intención; documentales que merecen pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78, 81, 121 y 124 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; toda vez que las actas de infracción son documentos públicos, emitidos por los inspectores demandados, adscritos a la Dirección de Fiscalización y Control; y, los estados de cuenta, no obstante ser documentos privados; de su lectura se desprende, por su contenido, que están adminiculados con las actas; por hacer referencia concreta al número de folio, la dependencia, el infractor, su domicilio, así como la fecha de la emisión de la infracción; por lo que no puede restárseles valor probatorio alguno. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . 

De lo expuesto por el actor en su escrito de demanda, así como de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende que con fechas 14 catorce de julio y 15 quince de agosto del año 2011 dos mil once, los inspectores demandados, se constituyeron en los domicilios señalados, procediendo a levantar las actas de infracción por el motivo de que en los establecimientos visitados, ubicados en Olivos número 1123 mil ciento veintitrés de la colonia San Felipe de Jesús; Jardín de las Malvas número 160 ciento sesenta, de la colonia Jardines de Echeveste; y, Olivos  número 1123-A, colonia San Felipe de Jesús, todos de esta ciudad, se encontraban en funcionamiento máquinas de videojuegos fuera del horario establecido para su giro y sin mostrar la licencia de funcionamiento expedida por parte de la Tesorería Municipal; actas que posteriormente fueron calificadas, imponiéndose una sanción de multa, por las cantidades $396.90 (Trescientos noventa y seis pesos 90/100 moneda nacional); $340.20 (Trescientos cuarenta pesos 20/100 moneda nacional); y, $396.90 (Trescientos noventa y seis pesos 90/100 moneda nacional), respectivamente; según se desprende de los estados de cuenta anexados por el actor. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

De los señalados actos, el actor aduce que son ilegales, pues en primer término, niega categóricamente lo asentado por los inspectores en las actas, y, en segundo término, señala que no medió una orden de inspección, previamente a la realización de las visitas en la que levantaron los inspectores las actas de infracción; además de que carecen de motivación, y de firma autógrafa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por su parte, las autoridades demandadas expusieron que al no haber acudido el actor a las Audiencias de calificación a las que se le citó, consintió en sentido amplio las actas de infracción. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, todo lo antes referido constituye los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Por cuestión de orden público y, por ende de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se  procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En principio, quien resuelve considera que respecto de las actas de infracción números 208,383 A (doscientos ocho mil trescientos ochenta y tres letra A) y 202,397 A-2 (doscientos dos mil trescientos noventa y siete letra A guión dos) se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa en vigor en el Estado, al no afectar dichos actos los intereses jurídicos del impetrante del proceso, pues las boletas de infracción no se encuentran emitidas a su nombre.

En efecto, en la especie, no se afectan los intereses jurídicos del actor, con base a lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El interés jurídico constituye un requisito de procedibilidad en el proceso administrativo, por lo que es necesario que se promueva en contra de actos de la autoridad administrativa y solamente lo tiene quien sea el titular de un derecho subjetivo de carácter administrativo, que esté reconocido o protegido a favor de la parte actora por un precepto jurídico contenido en la ley y que resulte afectado con un acto de autoridad; en este caso, municipal; ello en congruencia a lo establecido por los artículo 206-A, segundo párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 251, fracción I, inciso a), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, que a la letra establecen: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 206-A.- Los actos y resoluciones administrativas dictadas por el Ayuntamiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

 Los actos y resoluciones administrativas dictadas por el presidente municipal y por las dependencias y entidades de la administración pública municipal podrán ser impugnados optativamente ante los Juzgados Administrativos Municipales o ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, cuando afecten intereses de los particulares. Ejercida la acción ante cualquiera de ellos, no se podrán impugnar ante el otro el mismo acto”. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 251. Sólo podrán intervenir en el proceso administrativo, las personas que tengan un interés jurídico que funde su pretensión:. . . . . . . . . . . . . . 

I. Tendrán el carácter de actor: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

a)
Los particulares que sean afectados en sus derechos y bienes por un acto o resolución administrativa; y…” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Así las cosas, la demanda en el presente proceso administrativo la formula el ciudadano Roberto Balandrán Luna; sin embargo, de la lectura de las actas de infracción números 208,383 A (doscientos ocho mil trescientos ochenta y tres letra A) y 202,397 A-2 (doscientos dos mil trescientos noventa y siete letra A guión dos), de fechas 14 catorce de julio y 15 quince de agosto del año 2011 dos mil once; se advierte que se levantaron al ciudadano Roberto Balandrán Sánchez según consta en las propia actas de infracción; razón por la que no puede demostrarse que exista identidad entre el actor y la persona que resiente en su esfera de derechos los actos impugnados; por tanto, en la especie, no se acredita afectación a algún derecho subjetivo del ciudadano Roberto Balandrán Luna, toda vez que quien tendría el interés jurídico sería, en su caso, la persona cuyos datos aparecen en las actas que se impugnan, o bien, el propietario de las farmacias, donde se dice se encontraban en funcionamiento máquinas de video juego; por lo que el justiciable carece de interés jurídico en el presente asunto y no está en aptitud de solicitar la nulidad de las actas de infracción antes reseñadas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En virtud de todo lo antes expresado y, además, considerando que la doctrina jurídica en materia administrativa, define al interés jurídico como el: "Derecho subjetivo de carácter administrativo"; y el Tratadista Manuel Lucero Espinosa en su obra “Teoría y Practica del Contencioso Administrativo ante el Tribunal Fiscal de la Federación”, Cuarta Edición aumentada, Editorial Porrúa, en la página 48 cuarenta y ocho, define el derecho subjetivo de carácter administrativo como: “Aquel que se encuentra establecido por una Ley, Decreto, Reglamento, Resolución, Contrato u otra disposición administrativa que regula la actividad de la autoridad administrativa y limita su poder.”, se tiene que en la presente causa administrativa, no se cumple con el requisito “sine qua non” de que el actor acredite que tiene interés jurídico, previsto en los ya señalados artículos 206-A, Párrafo Segundo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 251, fracción I, inciso a), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, para la procedencia del proceso administrativo; es decir, que exista un acto personal y directo que implique la violación de un derecho subjetivo tutelado a favor del accionante. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo que al quedar determinado que las actas de infracción números 208,383 A (doscientos ocho mil trescientos ochenta y tres letra A) y 202,397 A-2 (doscientos dos mil trescientos noventa y siete letra A guión dos), de fechas 14 catorce de julio y 15 quince de agosto del año 2011 dos mil once, no afectan el interés jurídico del actor, porque dichas actas no se encuentran a su nombre; es procedente sobreseer el presente proceso administrativo en cuanto a esas actas de infracción, con sustento en lo establecido por el artículo 262, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

No es óbice a lo anterior el señalar que, si bien es cierto, el actor en su escrito de demanda manifiesta que su nombre no es el de Roberto Balandrán Sánchez y que así lo hizo del conocimiento de los inspectores, sin que lo hayan corregido en las actas, cierto es también que, ante su afirmación, no ofreció ni aportó medio de convicción alguno que así lo acreditara o, por lo menos que demostrara que es el propietario o poseedor de las farmacias, donde se dice se encontraban en funcionamiento las máquinas de video juego. Aunado a ello, consta en las actas de infracción números 208,383 A (doscientos ocho mil trescientos ochenta y tres letra A) y 202,397 A-2 (doscientos dos mil trescientos noventa y siete letra A guión dos) que el infractor asentó su nombre, pero sólo lo escribió como Roberto Balandrán, siendo que en ese momento de firmar pudo haber hecho constar que su nombre no era el asentado en los datos del infractor. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Continuando con el estudio de las causales de improcedencia o sobreseimiento, pero ahora sólo respecto del acto que queda subsistente, que lo es el acta de infracción número 202,375 A-2 (doscientos dos mil trescientos setenta y cinco letra A guión dos) de fecha 15 quince de agosto de 2011 dos mil once; en la presente causa administrativa, las autoridades demandadas hacen valer las causales de improcedencia previstas en las fracciones I y  VII del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; ya que refieren que el acta impugnada no afecta los intereses jurídicos del actor, pues la firma que la calza difiere de la plasmada en el escrito de demanda y en la credencial de elector que acompañó a la misma, la parte actora, por lo que esta no es la persona agraviada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Este Juzgador estima que no se actualiza las causales en comento, toda vez que si bien es cierto que la firma contenida en el acta de infracción en mención, difiere de la que se contiene en el escrito de demanda y la credencial de elector, cuya copia obra en autos, cierto es también que ello no es suficiente para discurrir que el actor no sea la persona agraviada, pues el acto se encuentra emitido a su nombre, por lo que en un momento dado se podrá exigir el pago de la multa impuesta, multa que ya está registrada a nombre de Roberto Balandrán Luna ante la Dirección General de Ingresos, como se desprende del estado de cuenta que a foja 12 doce obra en el presente proceso, de ahí que se valore que no se actualice la causal de improcedencia en estudio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Del mismo modo, las autoridades también hacen valer, respecto del acta de infracción impugnada que queda subsistente, la causal de improcedencia contenida en la fracción IV del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, pues estiman que el actor la consintió en sentido amplio, al no haber acudido a la audiencia de calificación, pues en dicha audiencia es donde debió haber manifestado o impugnado la misma. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Causal de improcedencia que para quien resuelve no se actualiza; pues no existe ningún tipo de consentimiento, porque el proceso administrativo en contra del acta de infracción señalada, sí se promovió dentro del término legal; pues refiere el actor haber tenido conocimiento de la emisión del acta, el día 15 quince de agosto del 2011 dos mil once; por lo que para cuando presentó la demanda -5 cinco de septiembre -, sí se encontraba dentro del término de ley de 30 treinta días; de ahí que se considere que no se actualiza la causal de improcedencia en estudio, aunado a lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Los demandados, a fin de acreditar que hubo consentimiento del acta de infracción impugnada; exhiben el original de la audiencia de calificación (visible a foja 35 treinta y cinco); celebrada a las 10:30 diez horas con treinta minutos del día 17 diecisiete de agosto del año en curso; en donde si bien es cierto, se señala que se impuso la sanción al impetrante del proceso, sin que éste se encontrara presente; cierto es también que no consta en autos el que el actor haya sido debidamente citado a esa audiencia de calificación; ya que se aprecia, en la propia acta materia de la litis, que sólo se le indicó que se presentara dentro de las 48 cuarenta y ocho horas siguientes, en horas hábiles, en las oficinas de la Dirección de Fiscalización y Control, para que tuviera verificativo la audiencia de calificación respectiva; lo que crea incertidumbre en el presunto infractor, sobre la hora y día en que se iba a celebrar dicha audiencia. Aunado al hecho de que tampoco se prueba que la resolución que se contiene en la audiencia de calificación, haya sido notificada al justiciable, como consta que se ordenó en el propio cuerpo del documento que contiene dicha audiencia; por lo que no se actualiza la causal de improcedencia en comento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

No es óbice a lo anterior, el resaltar de que el hecho de que no haya acudido el ciudadano Roberto Balandrán Luna a la audiencia de calificación; ello no implica, el tener como consentidos tanto el acta de infracción como la imposición y cuantificación de la multa (calificación); puesto que lo único en que podría derivar la inasistencia del justiciable, es el que no se le escuchara en sus alegatos que eventualmente pudiera formular, así como en que perdiera la oportunidad de ofrecer las pruebas a su favor y que por ello pueda recaer una resolución contraria a sus intereses; pero nunca el hecho de que el no haber asistido a dicha audiencia, traiga aparejado algún tipo de consentimiento respecto de los actos impugnados, que se traduzca en la improcedencia del proceso administrativo, de ahí que se considere que no se actualiza la causa de improcedencia que invocan las demandadas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .


Por otra parte, este Juzgador no advierte, la actualización de alguna otra causal de improcedencia o sobreseimiento que impida el estudio de fondo de la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.- No existiendo impedimento legal, se procede a analizar los conceptos de impugnación esgrimidos por el actor, únicamente en cuanto al acta de infracción número 202,375 A-2 (doscientos dos mil trescientos setenta y cinco letra A guión dos) de fecha 15 quince de agosto de 2011 dos mil once y su calificación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De los conceptos de impugnación planteados por el actor; quien resuelve se avocará al estudio del que considera trascendental para emitir la presente resolución, como lo es el señalado en el inciso A), en el que el actor argumentó que no se emitió la orden de inspección respectiva; sin necesidad de transcribir dicho concepto ni los restantes; siguiendo para ello el criterio sostenido por un Tribunal Colegiado del Poder Judicial de la Federación, en la siguiente Jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” Segundo Tribunal Colegiado Del Sexto Circuito. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, en el inciso A) de los conceptos de impugnación, el actor manifiesta que las actas de infracción impugnadas, vulneran en su perjuicio los artículos 16 Constitucional y 208 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, al referir: . . . . . . . 

“…las actas de infracción combatidas, en esencia se trata de una  visita domiciliaria y de la cual se desprenden supuestas violaciones a disposiciones…,  no medió previamente orden de visita por escrito debidamente fundada y motivada...en el cual además se designara... a las personas que habría de practicarla dicha inspección, lugar a inspeccionarse, objeto, día y hora que se ha de practicar, nombre a quien va dirigido, por lo que se desprende que la actuación de los inspectores referidos fue arbitraria y sin ningún apego a la legalidad al atribuirse facultades que no les fueron concebidas previamente.”. . . . 

Por su parte, al contestar la demanda, las autoridades demandadas -Encargado del Despacho de la Dirección de Fiscalización y Control e Inspector Sebastián García Ávila- no emitieron argumento alguno buscando demostrar la ineficacia de lo que expuso la parte actora, ya que sólo se limitaron a decir que era inatendible el concepto de impugnación al no acudir el actor a la audiencia de calificación, ya que ahí debía haber manifestado lo que a su derecho correspondía. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Una vez analizada el acta de infracción 202,375 A-2 (doscientos dos mil trescientos setenta y cinco letra A guión dos), para quien resuelve resulta fundado el concepto de impugnación en estudio, por las siguientes razones: . . . . 

La naturaleza jurídica de los actos a través de los cuales se detectó la infracción, no es otra que la de una visita domiciliaria y por lo tanto, debe satisfacer todos y cada uno de los requisitos que, para su práctica, se establece en las leyes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En efecto, se considera que el acto mediante el cual se detectó la infracción es una visita domiciliaria; pues en el cuerpo del acta de infracción impugnada, los inspectores Ma. Esther Murguía Vázquez y Sebastián García Ávila consignaron: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Nos constituimos en la fecha y hora citados, en el domicilio arriba señalado, para verificar el debido cumplimiento de las disposiciones contenidas en el Título tercero del Ordenamiento Municipal mencionado, a cuyo efecto requerimos la presencia del propietario….ante quien los suscritos nos identificamos con las cartas credenciales…” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De donde se desprende que el objetivo de los inspectores demandados era el de realizar una inspección para verificar si el visitado, en este caso el actor, estaba dando cumplimiento a disposiciones contenidas en el Reglamento para el Funcionamiento de Establecimientos Comerciales y de Servicios en el Municipio de León, Guanajuato; verificación que sólo se puede comprobar a través de una visita de inspección, debidamente ordenada, previamente por autoridad competente; ya que ello constituye una excepción a un derecho fundamental, consagrado en nuestra Carta Magna, como lo es el de la inviolabilidad del domicilio, que no es otra cosa que, como lo dice el tratadista Miguel Carbonell en su obra “Los Derechos fundamentales en México”, la imposibilidad jurídica de que cualquier autoridad o particular ingrese sin permiso en una vivienda o local de cualquier tipo; siendo sólo a través de una visita domiciliaria o de inspección, el que la autoridad pueda ingresar a un domicilio, pero siempre existiendo, previa e invariablemente, una orden emitida por autoridad competente. . . . . . . . 

Así las cosas, al realizar los inspectores demandados, -para levantar el acta de infracción materia de la litis-, real y verdaderamente una visita de inspección, lo procedente para practicarla, -toda vez que el Título Tercero del Reglamento para el Funcionamiento de Establecimientos Comerciales y de Servicios en el Municipio de León, Guanajuato no regula lo relativo a las visitas de inspección a los establecimientos y giros comerciales y de servicios sin venta de bebidas alcohólicas-, sería estarse a lo dispuesto por el artículo 74 del Reglamento Municipal en mención, que establece que en todo lo no previsto en el Reglamento, se aplicará supletoriamente el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; siguiéndose entonces lo reglado en el artículo 208 de ese Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; en donde se impone la obligación para las autoridades administrativas de que sólo se practicarán las visitas mediante mandamiento escrito de autoridad administrativa competente; lo que en la especie no se dio. . 

Amén de que en el cuerpo del acta impugnada no se señaló precepto alguno, mediante el cual los inspectores demandados fundaran su competencia para levantar infracciones; pues sólo se citaron los preceptos 1, 2, 3, y, 63 fracción VIII, del Reglamento para el Funcionamiento de Establecimientos Comerciales y de Servicios en el Municipio de León, Guanajuato; sin que de ninguno de esos preceptos derive la competencia de los inspectores y mucho menos las facultades, para levantar actas de infracción sin que medie una orden por escrito de la autoridad competente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Luego entonces, al haberse levantado la multicitada acta de infracción, practicando una visita sin que mediara previamente una orden de inspección, expedida por autoridad competente; se concluye que el acta de infracción impugnada es ilegal y en consecuencia, también lo son todos los efectos y actos jurídicos que de ella emanaron; luego entonces, también resulta ilegal la calificación de la infracción, que se desprende del estado de cuenta obtenido el día 8 ocho de agosto del 2011 dos mil once; mediante la cual se impuso al ciudadano Roberto Balandrán Luna, una multa por la cantidad de $340.20 (Trescientos cuarenta pesos 20/100 moneda nacional), al omitirse un requisito formal exigido en la ley como lo es la orden de inspección, y por consiguiente, existir un vicio en el procedimiento que afecta la defensa del particular; por lo que con fundamento en lo dispuesto en los artículos 300, fracción II; y 302, fracciones II y III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; se procede a decretar la nulidad total tanto del acta de infracción número 202,375 A-2 (Doscientos dos mil trescientos setenta y cinco letra A guión dos); así como de su calificación y de la sanción de multa; por ser consecuencias legales de dicha acta y atendiendo al principio de derecho, de que lo accesorio sigue la suerte de lo principal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por último, y con la finalidad de no cometer violaciones procesales en perjuicio de las autoridades demandadas, principalmente del Director de Fiscalización y Control y del Inspector Sebastián García Ávila; se procede a valorar la prueba documental aportada juntamente a su contestación; consistente en la audiencia de calificación, celebradas en fecha 17 diecisiete de agosto del año en curso (visible a foja 35 treinta y cinco); la que pese a tener pleno valor probatorio, por ser documento público; es irrelevante, en cuanto a que no desvirtúa de manera alguna, el hecho de que previamente al acta de infracción, no medió la respectiva orden de inspección; debiendo agregar que dicho acto, ya no surtirá efectos al haberse declarado la nulidad del que le dio origen, como lo es el acta de infracción número 202,375 A-2 (doscientos dos mil trescientos setenta y cinco letra A guión dos). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

SÉPTIMO.- En virtud de que lo expresado en el inciso A de los conceptos de impugnación, resultó fundado y es suficiente para decretar la nulidad total de los actos impugnados; resulta innecesario el estudio de los restantes conceptos de impugnación, ya que ello no cambiaría, ni afectaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Vale de sustento a lo anterior, la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía: Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo anteriormente expuesto, con fundamento en los preceptos invocados al principio de este considerando, más lo establecido en los artículos 249, 261, fracción I; 262, fracción II; 287, 298, 299, 300, fracción II y 302, fracciones II y III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se: . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . . 

SEGUNDO.- Se sobresee el presente proceso administrativo respecto de las actas de infracción números 208,383 A (doscientos ocho mil trescientos ochenta y tres letra A) y 202,397 A-2 (doscientos dos mil trescientos noventa y siete letra A guión dos), de fechas 14 catorce de julio y 15 quince de agosto del año 2011 dos mil once; por las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Quinto de la presente Sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Resultó procedente el proceso administrativo interpuesto en cuanto al acta de infracción 202,375 A-2 (doscientos dos mil trescientos setenta y cinco letra A guión dos); su calificación e imposición de la sanción de multa. . . . 

CUARTO.- Se decreta la nulidad total del acta de infracción número 202,375 A-2 (doscientos dos mil trescientos setenta y cinco letra A guión dos), de fecha 15 quince de agosto del 2011 dos mil once; así como también la nulidad total de su calificación y de la multa impuesta por la cantidad de $340.20 (Trescientos cuarenta pesos 20/100 moneda nacional); conforme a las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Sexto de esta misma sentencia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

